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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, nueve de julio de dos mil nueve 

Acta número 0044 del 9 de julio de 2009
En la fecha, la Sala de Decisión Laboral procede a resolver sobre el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la parte demandante, contra el auto proferido el 13 de febrero último, mediante el cual se resolvió la objeción de costas propuesta, dentro del proceso ordinario promovido por Eladio Cano Gallego contra el Instituto de Seguros Sociales, proveniente del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por el resto de miembros de la colegiatura y da cuenta de estos

HECHOS
Al momento de fijar las agencias en derecho en el presente asunto, señaló la juez a quo, en auto del 14 de enero del presente año, fl. 42, la suma de $1.967.724, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 1887 de 2003 y en el artículo 393 del C. P. C. Suma que fue incluida en la liquidación de costas efectuada por la secretaría del Juzgado, fl. 43. 
Oportunamente el apoderado de la parte demandada objetó la tasación de dicha suma, fl. 44, expresando que la tasación de las costas procesales debe ser proporcional con el valor de la condena impuesta que para el presente caso fue de $832.146.

Surtido el trámite de rigor, por auto del pasado 13 de febrero, fl. 46, la juez negó la reforma a la liquidación de costas objetada e impartió aprobación a la misma, por cuanto consideró que la liquidación allí efectuada obedeció a los parámetros dispuestos por el artículo 3° del Acuerdo 1887 de 2003 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, atendiendo además que la condena impone el reconocimiento y pago de una prestación periódica, quedando pendiente el incremento pensional a futuro, siendo el espíritu de la norma, en este caso, es tener en cuenta que ese ingreso se prolongará en el tiempo; advierte que aunque el proceso no fue engorroso, la tasación de las costas procesales no obedeció a un capricho del Despacho, amén que la labor desplegada por la apoderada sustituta de la parte demandante no se limitó a la presentación de la demanda, sino a su asistencia oportuna y puntual a las audiencias programadas; citó a favor de su posición, providencia de esta Sala. 
Contra esa decisión se alzó el referido abogado, fl. 49, expresando que la condena en costas no guarda proporción con el monto de la condena; agrega que si bien el parágrafo del numeral 2.1.1. establece un máximo de 20 salarios mínimos cuando se trate de prestaciones periódicas, no se pueden pensar en el futuro que le deparará al actor con el cobro y cuantía remota de la condena, siendo esos hechos parte del ámbito de las especulaciones y de lo incierto, sin que pueda ser tenido en cuenta a la hora de fijar las agencias en derecho y las respectivas costas procesales.
Surtido en esta sede el trámite legal y vencido el término de traslado común otorgado a las partes para presentar sus alegaciones, se procede a resolver con base en las siguientes

CONSIDERACIONES

La fijación de las agencias en derecho está determinada en el numeral 3º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 43 de la Ley 794 de 2003, reglamentado por el Acuerdo (que no Resolución) 1887 de 26 de junio 2003 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en su artículo 6°; el ordinal 2 se refirió, concretamente, a los procesos laborales.

En el caso sub judice, se tiene que en el presente asunto y por auto del 14 de enero del presente año, fl. 42, se ordenó que por la secretaría del juzgado de conocimiento se practicara la liquidación de costas a cargo de la demandada, disponiendo que las agencias en derecho se establecían en la suma de $1.967.724, según los parámetros del Acuerdo en cita y del artículo 393 del C. P. C.
El Acuerdo en mención establece el monto a fijar por concepto de agencias en derecho en los procesos de primera instancia que fueron favorables al trabajador, canon que textualmente establece lo siguiente:

“2.1. PROCESO ORDINARIO

 2.1.1. A favor del trabajador:

... 

Primera instancia. Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si esta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto.
…

PARÁGRAFO. Si la sentencia reconoce prestaciones periódicas, hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

”
Ello por cuanto en la sentencia de primera instancia de fecha 5 de diciembre del año anterior, fl. 35, se dispuso, entre otras cosas, condenar al Instituto de Seguros Sociales a pagar la suma de $832.146 a título de incremento pensional por cónyuge a cargo, más $7.935 por concepto de indexación, ordenándose además que se continuara cancelando el referido incremento hasta tanto perduren las causas que le dieron origen, decisión que no fue impugnada, fl. 42.
Corresponde, entonces, establecer el quantum de acuerdo a los criterios que fija el artículo tercero ibídem, esto es, la naturaleza del asunto, calidad y duración de la gestión ejecutada por el apoderado, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes conforme a la equidad y razonabilidad.

En el caso subjúdice advierte la Sala que la labor de la apoderada judicial del demandante se limitó a la presentación de la demanda, fl. 2,  a la asistencia a la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigio, fl. 27 y a una única audiencia de testimonios, fl. 30, labor en la que, si bien existió diligencia y cuidado en la actuación de la profesional del derecho, también es cierto que la misma obedeció a los parámetros mínimos que su función como apoderada le demandaban, amén de que una de dichas audiencias es obligatoria. Su función no mereció trámites adicionales puesto que las resultas del proceso satisficieron al parecer las expectativas de su representado.

Esta Sala en varias decisiones ha estimado que el juez al fijar el monto de las agencias en derecho debe fundamentar su decisión y responder a los parámetros establecidos en la norma, a su libre y fundado criterio subjetivo. Conforme a lo anterior esta Corporación ha adoptado el criterio de variar aquellas decisiones que de una u otra manera, también miradas desde el punto de vista subjetivo, tuvieron carencia de sustento y/o se han extremado en el monto fijado
 y respetar aquellas que contienen un sustento en la labor de imposición de las mismas, obedeciendo las pautas del artículo 3º del Acuerdo 1887 de 26 de junio 2003 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura
.

Corresponde estudiar la viabilidad de variar la fijación de agencias en derecho efectuada, para lo cual recurrimos a lo que ya tiene definido esta Corporación en decisión similar proferida en el proceso iniciado por Marco Antonio Ángel Arias de julio 12 de 2007, acta 0082, M.P. Pedro Nel Ramírez Toro, donde se afirmó:

“Teniendo en cuenta que nos encontramos frente a una sola obligación – la de dar- y específicamente, una prestación periódica, debe aplicarse lo señalado en el parágrafo de la norma transcrita.

No hay duda que se presenta una especial dificultad en la valoración de la gestión de un profesional del derecho en esta clase de litigios, que tienen poca densidad probatoria y cuyo resultado, más allá de la preocupación por suministrar elementos de juicio al fallador, depende de posiciones jurídicas en temas concretos, es decir, el objeto de litigio se centra principalmente en un debate jurídico, mas no probatorio. Pues bien, dentro de lo que implica la representación judicial del actor en el presente caso, hay que apreciar la correcta y oportuna presentación de la demanda, lo mismo que la interposición de los recursos que fueran del caso para lograr la prosperidad de las pretensiones y si bien la profesional no compareció a las audiencias de manera personal, sí informó en forma oportuna la sustitución del poder a otra abogada, es decir, se observa diligencia en el cumplimiento de la asesoría jurídica para con el actor.  

Ahora bien, al destacar de los textos transcritos la expresión “HASTA”, se quiere recalcar que la fijación de las agencias en derecho, es una función que obedece a la discrecionalidad del fallador, quien puede fijar su monto entre los 0 pesos y la suma equivalente a veinte salarios mínimos legales mensuales. Por modo que, dentro del amplio espectro de los veinte salarios mínimos estatuidos en el referido Acuerdo, considera la Sala, en un análisis igualmente subjetivo, que la tasación realizada en primer grado es baja, en comparación con el beneficio obtenido por el demandante, no sólo concretado, sino hacía futuro, y por lo mismo la incrementará.

Por ello se fijará como agencias en derecho, la suma equivalente a cuatro veces el valor del salario mínimo legal vigente para el año 2007, esto es, $1.734.800, correspondiendo a la parte actora un porcentaje igual al 70%, esto es $1.214.360.” 

Manteniendo nuestro criterio, se tiene que aunque no fue un proceso de gran dificultad ni de debate probatorio extenso ni marañoso, atendiendo a la equidad y a la razonabilidad en el presente asunto, la actividad desarrollada por la parte vencedora, la duración de su gestión y al haberse reconocido prestaciones periódicas, resulta adecuado el valor fijado por la a quo respecto de las costas, que, dicho sea de paso, es menor a los 4 salarios mínimos, siendo la suma de $1.967.724, razón por la cual, teniendo en cuenta, eso si, que conforme a la condena impuesta, fl. 41, las costas ascenderían al 99% de las causadas, las misma corresponden a $1.948.046,76.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, MODIFICA el auto del 13 de febrero de 2009, fl. 46, que por vía de apelación se ha conocido, para fijar las agencias en derecho, en la suma de $1.948.046,76, impartiendo aprobación a las mismas.

Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.

NOTIFÍQUESE,

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

� Auto de Noviembre 12 de 2004. Acta 158. 


  Auto de Noviembre 5 de  2004. Acta 152.


  Auto de Agosto 11 de 2005. Acta 100.


� Acta 107 de agosto 26 de  2005. Proceso María Lida Jiménez Alzate Vs. I.S.S.
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